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LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA 

 
 
ARTICULO 1. 
Artículo 1. La presente ley es de orden público y tiene por objeto establecer las 
bases para garantizar el derecho de cualquier persona al acceso a la información 
pública contenidos en el artículo 6, apartado A de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 7 y 8 de la Constitución Política del 
Estado de Coahuila de Zaragoza, así como promover, mejorar, ampliar y consolidar 
la participación ciudadana en los asuntos públicos y de gobierno. 
  
El derecho fundamental a la información pública, comprende la facultad de las 
personas para solicitar, difundir, investigar y recabar información pública, así como 
la obligación de los sujetos obligados de difundir, de manera proactiva, la 
información pública de oficio, las obligaciones de transparencia y en general toda 
aquella información que se considere de interés público. 
 
 
ARTICULO 3. 
Artículo 3. Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, para efectos de esta ley, se 
entenderá por: 
 
I. Datos Personales: En términos de la Ley de Protección de Datos Personales, se 
consideran datos personales toda la información numérica, alfabética, gráfica, 
fotográfica, acústica o de cualquier otro tipo concerniente a una persona, 
identificada o identificable. 
 
El nombre no será dato personal salvo que se encuentre asociado: al origen étnico 
o racial; a las características físicas, morales o emocionales; a la vida afectiva y 
familiar; al domicilio particular, número de teléfono, cuenta personal de correo 
electrónico, claves informáticas y cibernéticas; al patrimonio; a la ideología y 
opiniones políticas, creencias, convicciones religiosas, filosóficas, morales u otras 
análogas que afecten la intimidad; a los estados de salud físicos o mentales; a las 
preferencias sexuales; a la huella dactilar; a la información genética; a la información 
fotográfica; y al número de seguridad social. 
 
II. Días: Días hábiles. 
 
III. Documentos: Los reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, 
correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, 
instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que 
documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus 
servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos 
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podrán estar en cualquier medio, entre otros, escrito, impreso, sonoro, visual, 
electrónico, informático u holográfico. 
 
IV. Expediente: Unidad documental constituida por uno o varios documentos, 
ordenados y relacionados por un mismo asunto, actividad o trámite de los sujetos 
obligados. 
 
V. Documento Electrónico: Información que puede constituir un documento, 
archivada o almacenada en un soporte electrónico, en un formato determinado y 
susceptible de identificación y tratamiento. 
 
VI. Expediente Electrónico: Es el conjunto de documentos electrónicos cuyo 
contenido y estructura permiten identificarlos como documentos de archivo 
que aseguran la validez, autenticidad, confidencialidad, integridad y 
disponibilidad de la información que contienen. 
 
VII. Indicadores de Gestión: La información numérica o gráfica que permite evaluar 
la eficacia y eficiencia en el cumplimiento del grado de ejecución de las actividades, 
la asignación y el uso de recursos en las diferentes etapas de los procesos, 
proyectos y programas; así como, los planes gubernamentales de los sujetos 
obligados en una dimensión de mediano y largo plazo. 
 
VIII. Indicador de Resultados: La información que permita evaluar el cumplimiento 
de las metas y objetivos institucionales, indicando los beneficios obtenidos, de 
acuerdo a los resultados de la gestión. 
 
IX. Información: La contenida en los documentos o documentos electrónicos que los 
sujetos obligados generan, obtienen, adquieren, transforman o conservan por 
cualquier título o medio. 
 
X. Información Pública de Oficio: La información que los sujetos obligados deben 
difundir, actualizar y poner a disposición del público en medios electrónicos de 
manera proactiva, sin que medie solicitud de por medio. 
 
XI. Información Confidencial: La información en posesión de los sujetos obligados, 
que refiera a la vida privada y/o los datos personales, por lo que no puede ser 
difundida, publicada o dada a conocer, excepto en aquellos casos en que así lo 
contemple la presente ley y/o la Ley de Protección de Datos Personales. 
 
XII. Información Pública: Toda información en posesión de los sujetos obligados, 
con excepción de la que tenga el carácter de confidencial. 
 
XIII. Información Reservada: La información pública que por razones de interés 
público sea excepcionalmente restringido el acceso de manera temporal, de 
conformidad con el capítulo quinto de la ley. 
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XIV. Instituto: El Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. 
 
XV. Medio Electrónico: Sistema electrónico de comunicación abierta, que permite 
almacenar, difundir o transmitir documentos, datos o información. 
 
XVI. Ley: La Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza. 
 
XVII. Ley de Protección de Datos Personales: Ley de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
 
XVIII. Reglamento: Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública para 
el Estado de Coahuila de Zaragoza. 
 
XIX. Servidor público: Los representantes de elección popular, los miembros de los 
órganos jurisdiccionales del Poder Judicial, los integrantes de organismos públicos 
autónomos, los funcionarios y empleados, y en general toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en las entidades 
públicas. 
 
XX. Sistema de Solicitudes de Acceso a la Información: Aquél que forma parte de 
la Plataforma Nacional de Transparencia, de conformidad con el artículo 50 fracción 
I de la Ley General. 
 
XXI. Sujetos obligados: Los señalados en el artículo 6 de esta ley. 
 
XXII. Sujetos obligados indirectos: Las personas físicas o morales que por su labor 
auxiliar en funciones de orden público, y por razones de interés público, poseen 
obligaciones de transparentar información en términos de la Sección Tercera del 
Capítulo Tercero de la presente ley. 
 
XXIII. Entidad Pública: Los sujetos obligados a proporcionar información en los 
términos de la Ley General, esta ley y demás disposiciones aplicables, contenidos 
en el artículo 6 de esta ley, con excepción de las organizaciones de la sociedad civil 
que reciban y/o ejerzan recursos públicos en el ámbito estatal y municipal, a partir 
de 16,000 salarios mínimos generales vigentes en el Estado o aquellos que reciban 
un ingreso estatal, que sea propuesto dentro de su presupuesto y las instituciones 
de beneficencia. 
 
XXIV. Organizaciones de la Sociedad Civil: Asociaciones o Sociedades Civiles 
legalmente constituidas. 
 
XXV. Instituciones de Beneficencia: Toda institución, asociación, fundación o ente 
económico que realice actos de beneficencia, en términos de la ley de la materia. 
 
XXVI. Estado: El Estado de Coahuila de Zaragoza. 



Secretaría General de la Presidencia / Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes 
 
 

10/04/2019 03:21 p. m. 4 
 

 

 
XXVII. Versiones Públicas: Documento en el que, para permitir su acceso, se testa 
u omite la información clasificada como reservada o la confidencial. 
 
XXVIII. Persona: Todo ser humano sin importar condición o entidad jurídica, salvo 
lo dispuesto en la ley. 
 
XXIX. Derecho de Acceso a la Información Pública: El derecho fundamental que 
tiene toda persona para acceder a la información generada, administrada o en poder 
de los sujetos obligados, en los términos de la presente ley. 
 
XXX. Protección de Datos Personales: La garantía que tutela la privacidad de datos 
personales en poder de las entidades públicas y sujetos obligados, en términos de 
la Ley de Protección de Datos Personales. 
 
XXXI. Prueba de daño: Carga de los sujetos obligados de demostrar que la 
divulgación de información lesiona el interés jurídicamente protegido por la ley, y 
que el daño que puede producirse con la publicidad de la información es mayor que 
el interés de conocerla. 
 
XXXII. Redes sociales: Formas de comunicación electrónica por medio de 
comunidades virtuales con objeto de compartir información, ideas, mensajes 
personales, fotografía, videos y diversos contenidos. 
 
XXXIII. Interés Público: Valor agregado que posee la información producto de una 
actividad, que por su naturaleza resulta de importancia conocer para la comunidad 
para el debido respeto y ejercicio de los derechos humanos. 
 
XXXIV. Ley General: Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 
XXXV. Ley General de Protección de Datos Personales: Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 
 
XXXVI. Organismo Garante Nacional: Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales. 
 
XXXVII. Persona que realiza actos de autoridad: Es toda aquella que, con 
independencia de su naturaleza formal, dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el 
acto que crea, modifique o extinga situaciones jurídicas en forma unilateral y 
obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas 
situaciones jurídicas. 
 
 
ARTICULO 6. 
Artículo 6. Son sujetos obligados de esta ley: 
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I. El Poder Ejecutivo del Estado; 
 
II. El Poder Judicial del Estado, dividido en Tribunal Superior de Justicia y en 
el Tribunal de Conciliación y Arbitraje; 
 
III. El Poder Legislativo del Estado, sus integrantes y la Auditoría Superior del 
Estado; 
 
IV. Los Ayuntamientos o Concejos Municipales y la Administración Pública 
Municipal; 
 
V. Los organismos descentralizados y desconcentrados de la Administración 
Pública Estatal y Municipal así como las empresas de participación estatal o 
municipal; 
 
VI. Los sistemas operadores de agua y saneamiento; 
 
VII. Los organismos públicos autónomos del Estado; 
 
VIII. Las universidades públicas, e instituciones de educación superior pública; 
 
IX. Los partidos políticos, agrupaciones políticas, y candidatos independientes en 
los términos de las disposiciones aplicables; 
 
X. Los sindicatos que reciban y/o ejerzan recursos públicos en el ámbito estatal y 
municipal; 
 
XI. Los fideicomisos y fondos públicos que cuenten con financiamiento público, 
parcial o total, o con participación de entidades de gobierno; 
 
XII. Las organizaciones de la sociedad civil que reciban y/o ejerzan recursos 
públicos en el ámbito estatal y municipal, a partir de 16,000 salarios mínimos 
generales vigentes en el Estado o aquellas que reciban un ingreso estatal que sea 
preponderante dentro de su presupuesto; y 
 
XIII. Las instituciones de beneficencia que sean constituidas conforme a la ley en la 
materia. 
 
Quedan incluidos dentro de esta clasificación todos los órganos y dependencias de 
las fracciones I, II, III y IV del presente artículo, cualquiera que sea su denominación 
y aquellos que la legislación local les reconozca como de interés público, así como 
cualquier persona física o moral que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos 
de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
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ARTICULO 27. 
Artículo 27. Además de lo señalado en el artículo 73 de la Ley General y el artículo 
21 del presente ordenamiento, el Poder Judicial del Estado, deberá publicar la 
siguiente información: 
 
I. Por conducto del Tribunal Superior de Justicia: 
 
1. Su estructura jurisdiccional y administrativa; 
 
2. Las funciones de las unidades jurisdiccionales, así como de las áreas 
administrativas; 
 
3. El directorio de los funcionarios judiciales y administrativos. En el caso de los 
primeros deberá incluir desde el nivel de actuario o equivalente; además de la forma 
en que le fue asignada la plaza; 
 
4. La información desglosada sobre el presupuesto asignado, así como los informes 
sobre su ejecución; 
 
5. El monto, destino y aplicación del Fondo para el Mejoramiento de la 
Administración de Justicia; 
 
6. Los principales indicadores sobre la actividad jurisdiccional que deberán incluir, 
al menos, los asuntos iniciados, en trámite y resueltos; 
 
7. Las listas de acuerdos de todos los órganos jurisdiccionales, las sentencias 
relevantes con los respectivos votos particulares si los hubiere, en los casos 
de los Tribunales Colegiados y la jurisprudencia sentada por los órganos 
competentes para establecerla; 
 
8. Agenda de audiencias a realizarse, incluyendo número de expediente, 
nombre de las partes, fecha, hora, distrito y juzgado en que se desahogará. 
Debiendo publicarse con un plazo mínimo de 3 días antes a su realización; 
 
9. Las sentencias que hayan causado ejecutoria en su versión pública; 
 
10. Las actas de las visitas de inspección realizadas por parte del Consejo de la 
Judicatura; 
 
11. Calendario de días inhábiles; 
 
12. Ubicación de los expedientes; 
 
13. Formatos de procedimientos; 
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14. Estadísticas de amparos concedidos en contra de las resoluciones emitidas por 
la autoridad; 
 
15. Los programas y cursos del Consejo de la Judicatura, así como las 
convocatorias a concursos para ocupar cargos jurisdiccionales y los resultados de 
los mismos y de los exámenes de los participantes; 
 
16. Los procedimientos de justicia constitucional local que incluya desde el 
inicio hasta su resolución; 
 
17. Resumen de la glosa de debate; 
 
18. Las resoluciones dictadas por el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado y las sanciones disciplinarias impuestas a los integrantes de este Poder, en 
su caso; 
 
19. Las tesis aisladas y jurisprudenciales publicadas en el Boletín de Información 
Judicial o en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; 
 
20. La lista de Peritos en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado; 
 
21. El estado que guarda el sistema pensionario del Poder Judicial del Estado; 
 
22. Cualquier otra información que se considere relevante a juicio del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia o del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado; y 
 
23. El proceso de selección de jueces y magistrados. 
 
II. Por conducto del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, además de lo que le 
resulte aplicable del artículo 73 de la Ley General: 
 
1. Su estructura jurisdiccional y administrativa; 
 
2. Las funciones de las unidades jurisdiccionales, así como de las áreas 
administrativas; 
 
3. El directorio de los funcionarios judiciales y administrativos. En el caso de los 
primeros deberá incluir desde el nivel de actuario o equivalente; además de la forma 
en que le fue asignada la plaza; 
 
4. La información desglosada sobre el presupuesto asignado, así como los informes 
sobre su ejecución; 
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5. Los principales indicadores sobre la actividad jurisdiccional que deberán incluir, 
al menos, los asuntos iniciados, en trámite y resueltos; 
 
6. Las listas de acuerdos, las sentencias relevantes con los respectivos votos 
particulares si los hubiere; 
 
7. Agenda de audiencias a realizarse, incluyendo número de expediente, 
nombre de las partes, fecha, hora, y juzgado en que se desahogará; 
 
8. Las sentencias que hayan causado ejecutoria en su versión pública; 
 
9. Calendario de días inhábiles; 
 
10. Ubicación de los expedientes; 
 
11. Formatos de procedimientos; 
 
12. Estadísticas de amparos concedidos en contra de las resoluciones emitidas por 
la autoridad; 
 
13. Resumen de la glosa de debate; 
 
14. Las tesis aisladas y jurisprudenciales publicadas en el Boletín de Información 
Judicial o en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; 
 
15. Cualquier otra información que se considere relevante a juicio del Pleno del 
Tribunal; y 
 
16. El proceso de selección de magistrados. 
 
El Consejo de la Judicatura emitirá criterios y procedimientos institucionales, para 
proporcionar a los particulares acceso a la información, para la supresión de datos 
personales y protección de la privacidad e intimidad, de conformidad con lo previsto 
por la Ley General y la presente ley y en los demás acuerdos, lineamientos, y 
disposiciones en la materia. 
 
 
ARTICULO 33. 
Artículo 33. Además de lo señalado en el artículo 21 del presente ordenamiento, el 
Tribunal Electoral del Estado, deberá publicar la siguiente información: 
 
I. Su estructura jurisdiccional y administrativa; 
 
II. Las funciones de las unidades jurisdiccionales, así como de las áreas 
administrativas; 
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III. El directorio de los funcionarios judiciales y administrativos. En el caso de los 
primeros deberá incluir desde el nivel de actuario o equivalente; además de la forma 
en que le fue asignada la plaza; 
 
IV. La información desglosada sobre el presupuesto asignado, así como los 
informes sobre su ejecución; 
 
V. Los principales indicadores sobre la actividad jurisdiccional que deberán incluir, 
al menos, los asuntos iniciados, en trámite y resueltos; 
 
VI. Las listas de acuerdos, las sentencias relevantes con los respectivos votos 
particulares si los hubiere; 
 
VII. Agenda de audiencias a realizarse, incluyendo número de expediente, 
nombre de las partes, fecha, hora, y juzgado en que se desahogará; 
 
VIII. Las sentencias que hayan causado ejecutoria en su versión pública; 
 
IX. Calendario de días inhábiles; 
 
X. Ubicación de los expedientes; 
 
XI. Formatos de procedimientos; 
 
XII. Estadísticas de amparos concedidos en contra de las resoluciones emitidas por 
la autoridad; 
 
XIII. Resumen de la glosa de debate; 
 
XIV. Las tesis aisladas y jurisprudenciales publicadas en el Boletín de Información 
Judicial o en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; 
 
XV. Cualquier otra información que se considere relevante a juicio del Pleno del 
Tribunal; y 
 
XVI. El proceso de selección de magistrados. 
 
 
ARTICULO 42. 
Artículo 42. Además de lo señalado en los artículos 25 fracción XIII y 27 de la 
presente Ley, las Juntas de Conciliación y Arbitraje y el Poder Judicial, deberán 
de publicar físicamente la agenda diaria de audiencias en el sitio donde se lleven a 
cabo. 
 


